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PEDRO LEÓN CORRALES Y MARÍA ESTHER SOLANO ZAMORA, Diputados miembros de la LIII Legislatura del Estado Libre y Soberano de Jalisco, de la Fracción Parlamentaria del Partido de la Revolución Democrática (PRD), en ejercicio de las atribuciones que nos otorgan el artículo 16, fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 85 y 86 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, y demás relativos y aplicables de ambos ordenamientos, por el digno conducto de Ustedes nos permitimos someter a la consideración  de este Honorable Congreso, INICIATIVA DE LEY DE REFORMAS a los artículos 4º, adición de la fracción VIII, y 39, adición del Apartado B, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, para la creación de la Institución de la FISCALÏA SOCIAL, Iniciativa de Ley que elevamos con base en la siguiente
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Nos gustaría llevar a cabo una reforma profunda y completa, a fin de dotar de independencia, autonomía, inamovilidad al Ministerio Público, y que el ejercicio de la acción penal no sea potestativo,  sino obligatorio.

Sin embargo, conscientes de la realidad política que nos tocó vivir, proponemos una modificación limitada en comparación a la problemática existente pero que servirá de piedra de toque a un proyecto de mayor trascendencia jurídica y social, dicho en 1932 por Don Luis Cabrera: La medida propuesta tiene por objeto implementar la independencia de la función ejecutiva, de la verdadera procuración de justicia y legalidad, porque no se puede servir a dos amos: AL PODER Y A LA JUSTICIA.
Habiéndose examinado los inconvenientes de la creación de una Fiscalía Especial como originalmente se propuso nuestro movimiento con motivo de las investigaciones de los asesinatos perpetrados en el Aeropuerto Internacional Miguel Hidalgo, de la ciudad de Guadalajara, Jalisco, el pasado 24 de mayo de 1993, y habiéndose examinado los gravísimos problemas que presenta la actual organización y funcionamiento del Ministerio Público Estatal, el cual resulta ser juez y parte en todos los supuestos en que se presentan en conflicto los intereses de la sociedad, toda vez que, dicho Ministerio Público no sólo monopoliza la acción de persecución de los delitos, sino que asume al mismo tiempo la representación de los intereses del gobierno y la representación de la sociedad.
Y habiéndose visto que resulta moralmente ilícito el ejercicio de estas dos funciones en estos supuestos en que ambos intereses: el del gobierno y el de la sociedad entran en conflicto, por parte de esta institución del Ministerio Público que, repetimos, se convierte en juez y parte.

Y habiéndose comprobado que la inmensa mayoría de los casos, de las violaciones a los derechos humanos, el Ministerio Público favorece al gobierno y no mira ni se preocupa por los intereses de la sociedad, los aquí proponentes hemos llegado a la siguiente conclusión:

“…Así pues, en lugar de la Fiscalía Especial, se promueve ante las autoridades competentes del Estado una reforma de la Constitución y de las leyes que se vieran afectadas con la finalidad de que sea creada, pero de manera definitiva y permanente, una magistratura que asuma la representación de los intereses de la sociedad con libertad y absoluta independencia del Ejecutivo Estatal, así como una absoluta separación de la representación del interés del Gobierno…”.
Con el ánimo de buscar el consenso, se propone que, en todo caso y al margen de toda discusión, se hace necesario un planteamiento amplio de los problemas que se presentan en la actualidad, derivados que la forma en que se regula a nivel de la procuraduría General de la República, y las Procuradurías Generales de Justicia en los Estados, ya que el problema se plantea respecto de su falta de  independencia es claro al tomarse en cuenta la subordinación absoluta, no solo por razón de los nombramientos que corresponden al Ejecutivo, no solo porque el Procurador mismo es asesor del gobierno ni porque le toca representar al Estado en las controversias contenciosas, sino porque es parte de secretarías de Estado. Desde luego, la Constitución no da pie para reducir alguna consecuencia que pudiera apuntar hacia una posible independencia, más que deseable, necesaria de esta institución.
Importa señalar en este orden de ideas que en México el Ministerio Público está concebido y figurado por la ley como una dependencia administrativa de la Administración Pública Centralizada, en el mismo sentido en que lo son las secretarías de Estado, resaltando mucho más al no existir ningún precepto constitucional que se refiera a la independencia, o, en todo caso, a la obligación de conducirse con imparcialidad y legalidad.
Así, visto a sobremanera el problema de su doble e incompatible función, ya los textos de los artículos 21 y 102 de la Constitución General de la República dan cuenta de una doble naturaleza en la composición del Ministerio Público: Háblase por un lado de la institución del Ministerio Público como algo especial, como un cuerpo especial frente a la figura de la Procuraduría General, en donde “se integra” en palabras de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia. Como que se trata de dos cosas distintas: La institución del Ministerio Público y la Procuraduría.
Se tienen asignadas funciones distintas: Al Ministerio Público se le encomienda la persecución de los ilícitos, la salvaguarda de la legalidad en los procesos y, por delegación, la función de representar al Procurador, y en cambio a la Procuraduría General, por medio de su titular, el representante del gobierno en las controversias entre dos estados, entre los Estados y la Federación, o entre los poderes de un Estado, y además la función de ser asesor jurídico del Gobierno, resultando desde el punto de vista jurídico y aún en la práctica difícil determinar lo que es y lo que conforma la el Ministerio Público y lo que es y lo que conforma la Procuraduría, resultando así  difícil si no es que imposible separar en la persona del Procurador General su condición de Ministerio Público y su condición de asesor del gobierno, observándose en los Ministerios Públicos igual o parecido problema de confusión cuando ejercen funciones de representación del Estado en los supuestos de controversias.
En todos estos casos, el interés público, la vindicta pública exigirá que se aplique la ley sin contemplaciones y que sean castigados tales ilícitos. Sin embargo, por tratarse de casos del titular del Ejecutivo o de funcionarios favorecidos por el poder de aquel, el Ministerio Público, en la persona de su jefe, el Procurador, recibirá las órdenes precisas para que se inhiba y no se ejercite ninguna acción penal, tal y como se contrae el contenido de los artículos 112 y 113 del Código de Procedimientos Penales del Estado de Jalisco, que a la letra dice:

“Cuando en las diligencias de averiguación previa con detenido, aparezca plenamente comprobado por cualquier medios legal que, al tiempo en que el inculpado ejecutó el hecho que se le imputa, se hallaban en  alguno de los estados a que alude el artículo 13 del Código Penal, el respectivo agente del ministerio público motivará y fundará su determinación sobre el no ejercicio de la acción penal y la comunicará inmediatamente al Procurador, quien en un términos de veinticuatro horas aprobará o no dicha determinación. En caso afirmativo, el expediente se archivará definitivamente, y el detenido será puesto en libertad, pro si su estado físico o mental lo ameritase, será puesto a disposición del Departamento de los Servicios Coordinados de Prevención y Readaptación social para el tratamiento que proceda.
Si la opinión del procurador fuera reprobatoria, ordenará se dicten los acuerdos pertinentes para la definitiva determinación de la averiguación previa”

“Las resoluciones en que se decida el no ejercicio de la acción penal o el desistimiento de ésta y la determinación que haya sido aprobada por el procurador, en el caso del artículo anterior, producirán el efecto de impedir definitivamente el ejercicio de la acción penal, respecto de los hechos  a que dichas resoluciones se refieren o de reabrir el procedimiento en su cargo”.
Como se aprecia en todos estos casos, habrá incompatibilidad de intereses: entre el interés público de la vindicta pública y el interés personal del mismo titular del Ejecutivo, y frente a ese conflicto de intereses está claro que siempre prevalecerá el interés particular sobre el interés público, siendo ello muy grave en cuanto tal incompatibilidad en sí misma, agravándose mucho más, siempre en perjuicio del interés público, si no perdemos de vista que el Procurador además de asesor, es un órgano subordinado y dependiente jerárquicamente de la Administración Pública, y que para colmo de males, tampoco se le impone de manera expresa y formal la obligación de obrar con independencia en sentido abstracto o de atenerse siempre al principio de la legalidad.

Este doble papel, absolutamente incompatible y por ello inadmisible, ha sido reiteradamente denunciado por la doctrina, por el destacado constitucionalista Héctor Fix-Zamudio, por citar un ejemplo.

“El Ministerio Público, tal como funciona en el ordenamiento jurídico mexicano, requiere de modificaciones esenciales para  cumplir con su función esencial de colaboración con el organismo federal, ya que su actual regulación constitucional y legislativa adolecen, en nuestra opinión, de graves confusiones que es necesario supera”.

Este artículo fue escrito en 1980, y las cosas siguen exactamente igual, ahora en 1994, comentándose en el texto del mismo también que:

“El Ministerio Público depende totalmente del organismo ejecutivo, tanto en el  ámbito federal y con mayor razón en las  entidades federativas y con mayor razón en las entidades federativas, por lo que carece de autonomía en el ejercicio de sus actividades, particularmente como titular del ejercicio de la acción penal, ya que  la experiencia nos ha demostrado, en  especial, tratándose de las entidades federativas, que el propio Ministerio actúa de acuerdo con el principio de oportunidad y no según el de legalidad que  es el que teóricamente consagra nuestro sistema jurídico”.

Sobre la reforma al régimen constitucional del Ministerio Público, se afectará necesariamente al régimen de la judicatura, teniendo que abordarse algunos problemas concomitantes, algunos de ellos envueltos todavía en cierta polémica, como es el problema relativo a la competencia que debe, o no debe, reconocerse a los jueces a fin de que puedan desarrollar o no como ahora ocurre, sobre la etapa de investigación y de instrucción por iniciativa propia, ya sea al margen de la acción investigadora del Ministerio Público, ya sea colaborando con él, ya sea finalmente aún en contra de aquél.

Lo importante en todo caso, es hacer el señalamiento una vez más de que lo único inadmisible es la situación actual, porque no sólo resulta incompatible con una sana concepción del Estado de Derecho, sino que presenta situaciones prácticas manifiestamente violatorias de los Derechos Humanos, a lo que se expresa de nueva cuenta Fix Zamudio en los siguientes términos:

“La situación anterior ha provocado una  verdadera hipertrofia del ministerio público en el proceso penal que, por su  falta de control judicial, ha propiciado que de hecho utilice con bastante frecuencia el principio de oportunidad, no obstante que está regido formalmente por el diverso principio de la legalidad”.

Por lo tanto, emplazamos al Gobierno con el debido respeto, pero con la misma energía con que se pronunciaron los manifestantes el día 6 de Junio del año próximo pasado a realizar los trabajos necesarios para que en la brevedad posible se lleve a buen término la indispensable reforma constitucional propuesta.

A nosotros nos gustaría que se llevara a cabo una reforma profunda y completa, a fin de resolver de una vez por todas con todos estos problemas. Sin embargo, conscientes de la realidad política que estamos viviendo, nos hemos limitado a demandar que se adopte una medida limitada, comparada con la magnitud del problema. Pedimos que en todos aquello supuestos de violaciones a los Derechos Humanos, en los que el interés del individuo y de la sociedad resulten ser opuestos al interés del gobierno, o al interés de los servidores públicos pertenecientes a las procuradurías, que en estos casos la acción de averiguación y de persecución de los delitos sea ejercida por un servidor público independiente.

Para estos propósitos la fracción parlamentaria del partido de la Revolución Democrática (PRD), hacemos nuestra la honda preocupación que nos ha manifestado el Organismo UNA SOLA VOZ, para que se permita elevar al gobierno esta Iniciativa de Ley de reforma constitucional que sirva de completo a pauta que es lo que se requiere y le interesa a la sociedad jalisciense, donde no se procuró ser original, porque estamos convencidos de que en materia legislativa la invención es peligrosísima, y de que los intereses sociales son demasiado respetables para arriesgarlos en un experimento de éxito problemático, siendo ésta una propuesta que a nivel local resulta posible y viable jurídicamente hablando, en los términos que se han expresado. 

